RESPUESTA DEL GOBIERNO ESPAÑOL AL CUESTIONARIO SOBRE “EL DERECHO DE TODA PERSONA PRIVADA DE SU LIBERTAD MEDIANTE DETENCIÓN O PRISIÓNA RECURRIR ANTE UN TRIBUNAL, A FIN DE QUE ÉSTE DECIDA A LA MAYOR BREVEDAD POSIBLE SOBRE LA LEGALIDAD DE SU PRISION” REMITIDO POR LA OFICINA DE LA ALTA COMISIONADA DE NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS

1.a) Si su Estado es parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ¿cómo ha sido incorporado en la legislación nacional el art. 9 (4)? Indique las disposiciones específicas, incluyendo el texto legal y la fecha de adopción:

España ratificó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos el 30 de abril de 1977, mediante publicación en el BOE del acto de ratificación: http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1977-10733
La incorporación del art. 9 (4) de este Pacto al sistema normativo español se ha realizado mediante la publicación de las siguientes: 

· Constitución Española  de 29 de diciembre 1978: art. 17.4 http://www.lamoncloa.gob.es/NR/rdonlyres/79FF2885-8DFA-4348-8450-04610A9267F0/0/constitucion_ES.pdf
· Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de «Habeas Corpus»: http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1984-11620
Otras normas relevantes:

· Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores: Art. 17.6: http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo5-2000.t3.html#a17
· Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (Vigente hasta el 22 de Julio de 2014): art. 763: http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l1-2000.l4t1.html
· Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: arts. 489 a 501: 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lecr.html
b) Si su Estado no es parte del PIDCP, el derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión es ilegal, ¿se encuentra incorporado a su legislación nacional? 
España es parte del PIDCP.
2) Este mecanismo, ¿se aplica a todas las formas de privación  de libertad, tales como la detención administrativa, incluyendo la detención por razones de seguridad; la hospitalización involuntaria; la detención de migrantes, o por cualquier otra razón?

Sí, se aplica a cualquier forma de privación ilegal de libertad.

Así, el art. 1 de la LO 6/1984 dispone que, a efectos de esta ley, se considera persona detenida ilegalmente:

· Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por las Leyes.

· Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.

· Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las Leyes, si transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.

· Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las Leyes Procesales garantizan a toda persona detenida.

3. El derecho de toda persona privada de su libertad mediante detención o prisión a recurrir ante un tribunal, ¿se aplica a los individuos que se encuentran sujetos a medidas de detención provisional?

Sí, se aplica a sujetos sometidos a detención provisional. La propia Exposición de motivos de la LO 6/1984 señala que el procedimiento de habeas corpus alcanza no sólo a los supuestos de detención ilegal -ya porque la detención se produzca contra lo legalmente establecido, ya porque tenga lugar sin cobertura jurídica-, sino también a las detenciones que, ajustándose originariamente a la legalidad, se mantienen o prolongan ilegalmente o tienen lugar en condiciones ilegales. 
4. Esas disposiciones, ¿prevén un recurso particular? Este mecanismo, ¿prevé la liberación y la reparación por detención ilegal?
La LO 6/1984 prevé la posibilidad de iniciar un procedimiento mediante un escrito. El objetivo, como señala la Exposición de motivos de esta norma, es la articulación de un procedimiento lo suficientemente rápido como para conseguir la inmediata verificación judicial de la legalidad y las condiciones de la detención, y lo suficientemente sencillo como para que sea accesible a todos los ciudadanos y permita, sin complicaciones innecesarias, el acceso a la autoridad judicial.

Según dispone el art. 4 de la LO 6/1984, este procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no siendo preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador. En dicho escrito o comparecencia deberán constar:

· El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo judicial regulado en esta Ley.

· El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.

· El motivo concreto por el que se solicita el «Habeas Corpus

El habeas corpus, tal y como está configurado por la LO 6/1984, prevé la posibilidad de que se ordene la liberación de la persona ilegalmente detenida. Así, señala el art. 8 que una vez practicadas las actuaciones procedentes, el Juez, mediante auto motivado, adoptará alguna de estas resoluciones:

· Si estima que no se da ninguna de las circunstancias a que se refiere el artículo 1 de esta Ley, acordará el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las circunstancias en que se está realizando.

· Si estima que concurren alguna de las circunstancias del artículo 1 de esta Ley, se acordará en el acto alguna de las siguientes medidas:

· La puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente.

· Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero, si lo considerase necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas distintas a las que hasta entonces la detentaban.

· Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición judicial, si ya hubiese transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención.

Asimismo, la normativa reguladora del habeas corpus abre la posibilidad de que se declaren responsabilidades en el caso de que se haya producido una detención ilegal. Dispone el art. 9 que el Juez deducirá testimonio de los particulares pertinentes para la persecución y castigo de los delitos que hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado la detención, o tenido bajo su custodia a la persona privada de libertad.

En los casos de delito de denuncia falsa o simulación de delito se deducirá asimismo, testimonio de los particulares pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades penales correspondientes.

En todo caso, si se apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de las costas del procedimiento, en caso contrario, éstas se declararán de oficio.

Por su parte, el art. 530 Código Penal dispone que la autoridad o funcionario público que, mediando causa por delito, acordare, practicare o prolongare cualquier privación de libertad de un detenido, preso o sentenciado, con violación de los plazos o demás garantías constitucionales o legales, será castigado con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de cuatro a ocho años.

5. La legislación nacional, ¿prevé la posibilidad de que una tercera persona pueda interponer un recurso en nombre del detenido?

Sí. Señala el art. 3 que podrán instar el procedimiento de habeas corpus:

· El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad, descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales.

· El Ministerio Fiscal.

· El Defensor del Pueblo.

· Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente.
6. ¿Cuáles son los requisitos y los procedimientos formales para que un detenido pueda invocar el derecho de interponer un recurso ante un tribunal, a fin de que éste determine sin demora sobre la legalidad de su detención? Indique la legislación nacional aplicable.

La Exposición de motivos de la LO 6/1984 establece como objetivo fundamental de la norma la eficaz regulación del habeas corpus, lo cual exige la articulación de un procedimiento lo suficientemente rápido como para conseguir la inmediata verificación judicial de la legalidad y las condiciones de la detención, y lo suficientemente sencillo como para que sea accesible a todos los ciudadanos y permita, sin complicaciones innecesarias, el acceso a la autoridad judicial. Así, uno de los principios rectores de la regulación de este derecho es la sencillez y la carencia de formalismos, que se manifiestan en la posibilidad de la comparecencia verbal y en la no necesidad de Abogado y Procurador, evitarán dilaciones indebidas y permitirán el acceso de todos los ciudadanos, con independencia de su nivel de conocimiento de sus derechos y de sus medios económicos, al recurso de «Habeas Corpus».

Como ya se ha señalado, el art. 1 de la LO 6/1984 considera personas ilegalmente detenidas:

· Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por las Leyes.

· Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.

· Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las Leyes, si transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.

· Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las Leyes Procesales garantizan a toda persona detenida.

Podrán instar el procedimiento de «Habeas Corpus» que esta Ley establece:

· El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad, descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales.

·  El Ministerio Fiscal.

· El Defensor del Pueblo.
· Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente.
El procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no siendo preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador. En dicho escrito o comparecencia deberán constar:

· El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo judicial regulado en esta Ley.
· El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.

· El motivo concreto por el que se solicita el «Habeas Corpus».
En caso de que se inadmita o desestime una solicitud de habeas corpus, la resolución judicial puede ser impugnada ante el Tribunal Constitucional en vía de amparo (arts. 41 y ss de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional ).
7. La legislación nacional, ¿establece un plazo para interponer tal recurso ante un tribunal? 

La LO 6/1984 no establece un plazo para el ejercicio de este derecho, que, por lo tanto, podrá ser ejercido siempre que alguno de los sujetos legitimados para hacer uso de él considere que se cumple el requisito de detención ilegal del art. 1 de la norma.
8. Jurisprudencia importante sobre el Habeas Corpus
· Concepto de detención: STC 98/1.986, de 11 de julio: FJ4: «Debe considerarse como detención cualquier situación en la que la persona se vea impedida u obstaculizada para autodeterminar, por obra de su voluntad, una conducta lícita, de suerte que la detención no es una decisión que se adopte en el curso de un procedimiento, sino una pura situación fáctica, sin que puedan encontrarse zonas intermedias entre detención y libertad...»; […] «no es constitucionalmente tolerable que situaciones efectivas de privación de libertad —en las que, de cualquier modo, se impida u obstaculice la conducta lícita—, queden sustraídas a la protección que a la libertad dispensa la Constitución por medio de una indebida restricción del ámbito de las categorías que en ella se emplean».
ATC. 443/1.987, de 8 de  abril: «Es patente que el recurso de habeas corpus interpuesto resultaba improcedente o la sencilla razón de que el demandante ya se encontraba «a disposición  judicial», más exactamente, que la alegada situación de detención ilegal tenía su origen en el Auto del Juez Togado Militar. En efecto, pueden sin duda producirse supuestos de situaciones de detención y, en general, de privación de libertad, contrarias a Derecho, con origen en una resolución judicial. Lo que ocurre es que tales supuestos, a efectos de poner fin a los mismos, tienen sus propios cauces procesales, y, en último término, el Recurso de Amparo ante el Tribunal Constitucional. Pero el procedimiento de habeas corpus, tanto por su origen como por su configuración —y casi cabria decir que por su definición—, no está pensado para estos supuestos, sino precisamente para los de detención ilegal que no tienen su origen en una resolución judicial. Que ello es así lo confirma ya el hecho de que la «garantía» en la que el habeas corpus estriba es esencialmente la «puesta a disposición judicial», como el mismo art. 17.4 CE. indica...»
· Alcance de detención ilegal: STC 104/1.990, de 4 de junio: «Según el art. 17.1 CE. nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y en las formas previstas en la Ley. Dentro de esos casos y formas ha de considerarse incluida desde luego la «detención regular...de un enajenado», a la que se refiere el art. 5.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. La «regularidad» de esa detención depende, a su vez, de la existencia de una decisión judicial que autorice ese internamiento (art. 211 del Código Civil), por la situación de salud mental del afectado que justifique la necesidad del internamiento. Para privar al enajenado de su libertad, según la doctrina consolidada del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Winterwerp, Sentencia de 24 de octubre de 1979 y Ashingdane, Sentencia de 8 de mayo de 1985), debe establecerse judicialmente que el afectado padece una perturbación mental real, comprobada médicamente de forma objetiva, y que esa perturbación presenta carácter o magnitud que justifique ese internamiento, por no poder vivir esa persona libremente en sociedad. Además ese internamiento no puede prolongarse lícitamente sino en la medida en que persista esa situación de perturbación que le impida la vida en libertad».
· Duración de la detención: STC 165/2007, de 2 de julio: «el art. 17.2 CE ha establecido dos plazos, en lo que se refiere a los límites temporales de la detención preventiva, uno relativo y otro máximo absoluto. El primero consiste en el tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos que, como es lógico, puede tener una determinación temporal variable en atención a las circunstancias del caso. Sin embargo, el plazo máximo absoluto presenta una plena concreción temporal y está fijado en las setenta y dos horas computadas desde el inicio de la detención, que no tiene que coincidir necesariamente  con el momento en el cual el afectado se encuentra en las dependencias policiales (STC 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 3)... Este sometimiento de la detención a plazos persigue la finalidad de ofrecer una mayor seguridad de los afectados por la medida, evitando así que existan privaciones de libertad de duración indefinida, incierta o  ilimitada... En consecuencia, la vulneración del citado art. 17.2 CE se puede producir, no sólo por rebasarse el plazo máximo absoluto, es decir, cuando el detenido sigue bajo el  control de la autoridad gubernativa o sus agentes una vez cumplidas las setenta y dos  horas de privación de libertad, sino también cuando, no habiendo transcurrido ese plazo  máximo, se traspasa el relativo, al no ser la detención ya necesaria por haberse realizado  las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos y, sin embargo, no se  procede a la liberación del detenido ni se le pone a disposición de la autoridad judicial (STC 23/2004, de 23 de febrero, FJ 2)».
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